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AUTONOMIA MUNICIPAL: ¿UN DEBATE CONCLUIDO?

PRESENTACION

El sociólogo Daniel Bell
 escribía que “El Estado - Nación es demasiado pequeño para los problemas grandes y demasiado grande para los pequeños problemas de cada día”, en esta afirmación, advertimos una clara alusión al ámbito local, pudiendo inferir que muchos de los variados problemas diarios, pueden ser resueltos con mayor éxito en el nivel municipal.

Sin embargo, este rol protagónico que hoy le asignamos no siempre se ha mostrado tan claramente, por el contrario, muchos han sido los desencuentros teóricos, las opiniones divergentes, las concepciones opuestas sobre las responsabilidades del Municipio frente a los vecinos.  

Justamente, el presente trabajo tiene como núcleo principal de estudio, bucear en las distintas concepciones teóricas, jurisprudenciales y constitucionales que han tenido vigencia, en nuestro país, a lo largo de las décadas.  

En este sentido, cabe afirmar que el municipio se nos presenta como aquella entidad natural y necesaria que, persiguiendo la realización del bien común en el ámbito local, actúa como verdadero dique de contención del hombre, al que lo ubica al amparo de principios de asistencia recíproca y de solidaridad.  Como tal han precedido a su creación legislativa.

Prima facie haremos una breve referencia a los orígenes del Municipio y las características que por esta época va a revestir, para luego abordar las opiniones y los conceptos que sobre él han brindado pensadores, como Alberdi, Sarmiento y Echeverría.

Una segunda etapa, estará comprendida entre la recepción de la institución del Municipio por la Constitución Nacional de 1853 y el año 1989 – fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en autos “Rivademar, Angela C/ Municipalidad de Rosario”.  En este período nos centraremos en la contraposición entre los conceptos de autarquía  – autonomía municipal, resaltando los criterios doctrinarios y jurisprudenciales imperantes en el período señalado.

Posteriormente, como tercer período histórico, analizaremos el comprendido entre el fallo precedentemente señalado y la actualidad, donde analizaremos la reforma del año 1994 de nuestra Carta Magna, la que consagra en su artículo 123 la “autonomía municipal”.

Finalmente, plantearemos algunas dudas que nos conducen a interrogarnos si la “autonomía municipal es un debate cerrado”, centrándonos en el alcance y contenido de la misma y a la diferente interpretación que suelen hacer algunas provincias sobre ella. 

BREVE RESEÑA SOBRE LA EVOLUCION HISTORICA DE LOS MUNICIPIOS:

Previo al trazado del derrotero institucional que ha transitado el Municipio, es necesario conocer el trasfondo de su evolución histórica, para así comprender mejor su trascendencia actual.

Debido a las característica de la ocupación del territorio en las colonias americanas, enderezada a la conquista de estas tierras para la corona española, la fundación y fortalecimiento de las ciudades jugó un papel fundamental, transformándose en un poderoso instrumento de organización político – social – territorial.

Cuando se llegaba al lugar elegido para el asentamiento, se producía la instalación del “rollo de justicia”, la distribución de las tierras, la designación del nombre de la ciudad y el “adelantado” o jefe de la expedición procedía a la elección de los primeros cabildantes.

Es decir, el sistema de colonización adoptado por los españoles fue esencialmente urbano.  Razones de defensa, de agrupación de fuerzas y de continuidad con sus propias instituciones los llevaron a fundar ciudades y convertirlas en los centros desde las cuales partía su acción religiosa y de gobierno.

Por entonces, la ciudad era conceptualizada como “la población de gentes congregadas a vivir en un lugar, sujetas a unas leyes y a un gobierno, gozando de ciertos privilegios y exenciones que los señores Reyes se ha servido de concederles según sus servicios”.
 

Ahora bien, la existencia formal de la ciudad y el derecho a usar el nombre elegido derivaban del establecimiento del “cabildo”, institución de raíces españolas cuyas funciones principales eran: gobierno comunal (estaba a su cargo el cuidado de la ciudad, lo que incluía tareas edilicias, de asistencia social, instrucción, policía de seguridad, etc.), judiciales (ya que algunas de sus autoridades entendían en los temas criminales y civiles), legislativas (ya que dictaban lo que hoy podemos llamar Ordenanzas Municipales e incluso podían no aplicar las Reales Cédulas del Rey) financieras (tenían a su cargo la administración de los bienes de la ciudad, el cobro de las rentas que se podían imponer con autorización de autoridad superior).
 

Si bien es real que en la mayoría de los casos existía una fuerte sujeción de los cabildos a los mandatarios políticos y que no ejercían una representación democrática (dando a este concepto un sentido moderno) no podemos negar que actuaban eficazmente en defensa de los intereses colectivos, convirtiéndose en los verdaderos artífices del desarrollo de las comunidades y de la organización de la vida en las ciudades.

Sin embargo, el correr del tiempo nos mostrará que la institución irá perdiendo el importante rol desempeñado, destacándose entre las causas que condujeron a esa debacle, fundamentalmente dos: la intervención del gobierno central y en mayor medida la venta de cargos públicos, los que se remataban al mejor postor lo cual se tradujo en una gran decadencia de los cabildos.

No obstante, después de la Revolución de Mayo, los primeros tramos del movimiento de independencia fueron protagonizados institucionalmente por las ciudades y sus órganos de gobierno, los cabildos.  Así, la Circular de la Primera Junta de Gobierno convoca a las provincias interiores, pero encarga a los cabildos la elección de los diputados.

Será en la década del ’20 del siglo XIX cuando se inicia un proceso gradual de extinción  de los cabildos.  Fue la Provincia de Buenos Aires la que tomó la iniciativa de suprimirlos mediante Ley sancionada el 24 de diciembre de 1821 (Rivadavia) paso que siguieron Córdoba (1824) y Jujuy (1837).

Pero, teniendo en cuenta por una parte que las instituciones que se han arraigado en los ciudadanos no son fácilmente avasalladas por Decretos o Leyes y por otra parte la vigencia de ideas que sostenían que los organismos de gobierno local son escuela de democracia y defensores de las libertades ciudadanas (Tocqueville) llevaron a que se consolidara el criterio de completar el régimen político de la Nación y de las Provincias con un adecuado funcionamiento de las instituciones municipales.   

Así, el artículo 5 de la Constitución Nacional de 1853 expresará: “Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal y la educación primaria.  Bajo estas condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones”.

EL PENSAMIENTO DE ALBERDI, SARMIENTO Y ECHEVERRIA:

Hemos hecho referencia en el capitulo anterior a autores foráneos, pero el papel protagónico de las ciudades no fue desconocido, ni mucho menos, por los más importantes pensadores y políticos nacionales.

De tal manera, y a efectos de completar la breve reseña presentada, introduciremos algunos conceptos rescatados del pensamiento que sobre la materia han tenido Juan Bautista Alberdi, Domingo Faustino Sarmiento y Esteban Echeverría.     

Alberdi sostenía que la descentralización administrativa de la República reconocía dos orígenes: uno mediato y anterior a la Revolución de Mayo; otro inmediato y dependiente de este cambio.

Cuando se refiere al origen mediato, lo hace reconociendo al antiguo régimen municipal español como la primera forma, el primer grado, de existencia del poder representativo provincial.

Sostendrá que con la Revolución de Mayo de 1810, el nuevo régimen republicano, lejos de alterar, vendrá a confirmar y robustecer el importante rol asignado a las ciudades.

En su obra Elementos de Derecho Publico Provincial, donde abogará por la restauración del cabildo indiano, sostendrá: “la organización local, más realizable y fácil, prenderá más presto que la organización general, que se apoya regularmente en aquella.  La patria local, la patria del municipio, del departamento, del partido, será el punto de arranque y de apoyo de la gran patria argentina”
.

Destacable por cierto, es la visión de Alberdi sobre la creciente preponderancia que los municipios estaban destinados a cumplir en la canalización de los intereses locales y el desarrollo integral. Nos dirá “el cabildo local de estos lugares desiertos debe asumir sus deberes de policía, de educación, de orden, de progreso, en el deber de excitar y provocar la inmigración de habitantes capaces de servir al fomento y desarrollo de estos fines”
.  De pequeño poder económico más tarde lo conceptuó como verdadero poder político.

Asimismo sostendrá que la herramienta fundamental de la que deberá valerse el “cabildo” a fines de la consecución de aquellos objetivos es que sea independiente de toda tutela administrativa, de lo que se podría desprender que  Alberdi se inclinaba a ver al municipio como una instancia autónoma.

Presunción que el mismo Alberdi se encarga de desvirtuar al sostener que los cabildos carecen de potestad legislativa propia, debiendo restringirse a la aplicación de la normativa generada por los poderes provinciales.   

Por su parte, Sarmiento y su esclarecida pluma, nos pintará el paisaje que caracterizaba a las comarcas de aquellos tiempos, sosteniendo que la “municipalidad es la sociedad en relación al suelo, es la tierra, las casas, las calles y las familias consideradas como una sola cosa ... una ciudad, una villa, una aldea son municipios”
 lo que deja traslucir su percepción del municipio como la institución más antigua y persistente de las organizaciones sociales, coincidiendo con Alberdi en que fue la más importante autoridad que los españoles dispusieron en estas pampas.

En Sarmiento existen dos temas vinculados al municipio y que resultan interesante resaltar, por una parte sostiene que la condensación de personas y la delimitación de la población son requisitos indispensables para la existencia de la institución, lo que se ha traducido en su afirmación de que “no puede haber municipio en la campaña”.

Esta afirmación ha llevado a considerar que Sarmiento desechaba la posibilidad de un municipio rural, interpretación ésta que se realiza en base a criterios y visiones actuales, donde los medios de transporte, las comunicaciones, las relaciones comerciales  han estrechado los tiempos y las distancias, conceptos a la luz de los cuales se hace imposible negar la posibilidad de inexistencia de la institución en tierras rurales.

Sin embargo, nuestra percepción, es que Sarmiento ponía en duda la existencia del municipio cuando se carecía de asentamientos familiares, cuando no se contaba con intereses locales comunes, es decir cuando no existía posibilidad de que los vecinos pudieran ayudarse entre sí.  Por el contrario, cuando se daban estas condiciones el pensador sanjuanino no negaba la existencia de esta institución, siendo demostrativo al respecto el ejemplo que brinda de su misma tierra natal, sobre la que sostiene que allí “existe la organización municipal sin nombre todavía, pero con todos sus caracteres ... la agricultura ha reunido poblaciones rurales en todos los terrenos”
.  Es decir resalta como fundamental la subsistencia de vasos comunicantes, de destinos comunes, de sentido de pertenencia, como requisitos “sine qua non” del municipio.

El segundo aspecto que queríamos resaltar de las opiniones de Sarmiento sobre la materia, es su referencia al lugar que la ciudad ocupó en otras latitudes, así se refirió a Italia (más precisamente a Roma y su imperio), a España, pero resulta interesante su perspectiva del caso norteamericano: “la base de todas las libertades en Estados Unidos está en la municipalidad: cada aldea posee un gobierno completo, un sistema de instituciones propias, o de autoridades que de nadie dependen; y el condado, el Estado, el gobierno federal mismo se entienden con ellas, y a ellas confía la ejecución de las leyes de la legislatura provincial  o del Congreso federal ... el municipio obra por sí y para sí, tiene poder de imponer multas y establecer contribuciones”
.

Se desprende de estas palabras que el poder municipal es constituyente, electoral y de autoridad, microcentro del poder público del Estado y en el Estado, es decir, estaríamos frente a un poder primordial y esencial, sin embargo, no apreciaba la existencia de dichas características en estas latitudes y al igual que en Alberdi, no distinguimos en el pensamiento de Sarmiento una ciudad con capacidad de legislar, potestad ésta que reserva a los poderes legislativos provinciales o federal.  La diferencia entre ellos resultará de la total oposición en Sarmiento de retornar a la institución comunal con las características hispanas, como era la pretensión de Alberdi, proponiendo, en cambio, seguir el modelo norteamericano.  

Si bien no distinguimos en estos pensadores una “autonomía municipal” con las características que hoy le asignamos (política, legislativa, administrativa, económica, financiera e institucional) no podemos dejar de resaltar la concepción que han tenido de la ciudad como manifestación de la solidaridad ciudadana y forjadora de lazos de vecindad.

Ampliando este panorama, Esteban Echeverría refiriéndose al rol protagónico de las ciudades nos dirá que “la patria para el correntino es Corrientes, para el cordobés es Córdoba ..., para el gaucho, el pago en que nació.  La vida e intereses comunes que envuelve el sentimiento racional de la patria es una abstracción incomprensible para ellos, y no pueden ver la unidad de la república simbolizada en su nombre”
.  

La ciudad era vista por Echeverría como el espacio de germinación de lazos colectivos, de intereses compartidos, de destinos comunes, de crecimiento ordenado.

Base generadora de la vida social y civilizada y a la vez trampolín desde la cual reproducir y extender por todas las villas, provincias y rincones del país las bondades de una convivencia pacífica.

Tan importante era la misión que le reconocía a la ciudad, que expresará que la futura organización nacional debería descentralizarlo todo, tanto desde un punto de vista político como administrativo. 

Todas estas ideas, pensamientos, creencias y percepciones de los pensadores y políticos argentinos sobre el rol del municipio, conjuntamente con las características históricas que brevemente hemos reseñado, hicieron que los constituyentes de Santa Fe lo plasmaran en el artículo 5 de nuestra Carta Magna.

Seguidamente intentaremos desentrañar cual fue el sentido y el alcance que los autores de la Constitución quisieron dar a la frase “régimen municipal”, poniendo el acento en el tema central de este trabajo “autarquía – autonomía”.

EL PERIODO 1853 – 1989:

Desde la sanción de la Constitución Nacional hasta el Fallo “Rivademar”:

Hay convicciones compartidas en la doctrina nacional en cuanto a que el artículo 5 de la Constitución Nacional reconoce la existencia del municipio, en tal sentido, debe interpretarse el concepto “asegurar” como “proteger .... algo que existe o tiene derecho a existir por sí mismo, para que se desarrolle y viva conforme a su naturaleza”.

Asimismo, existe convergencia de criterios entre los constitucionalistas argentinos en que la Constitución Nacional “impone un sistema democrático y electivo en el régimen municipal ... que el régimen municipal implica la instauración de un poder público ... que el régimen municipal significa el establecimiento de gobiernos locales ...”
.

El problema que se planteó hasta hace pocos años era dilucidar si las municipalidades son autárquicas o autónomas.

A la disyuntiva señalada, le debemos proporcionar un marco general dentro del cual realizar un análisis que nos permita notar sus diferencias.  Este marco nos lo proporciona el concepto de “descentralización”, entendido como un régimen en el cual un ente u organismo central confía a otro u otros, con un margen de libertad más o menos amplio, la competencia en la gestión de ciertas funciones o actividades.

Existe coincidencia en la doctrina en considerar que la autarquía significa que un ente u organismo determinado tiene capacidad para administrarse así mismo, de acuerdo a una norma que le es impuesta.

Los rasgos que caracterizan a un ente autárquico serían: tienen personalidad jurídica propia, cuentan o han contado con una asignación legal de recursos, su patrimonio es estatal, tienen capacidad de administrarse a sí mismos, están sometidos al control estatal, son creados por el Estado.  Siguiendo estrictamente esta posición, nos encontraríamos con un municipio como mera creación legal del Estado, que solo ejercería las atribuciones concedidas por este.  

Por otra parte, a través del término autonomía nos referimos no sólo a aquella capacidad de administrarse asimismo, sino también a la de dictarse sus propias normas por las que ha de regirse, como también  a la de gobernarse por autoridades elegidas en su seno.

Entonces, ¿los municipios son autárquicos o autónomos? Veamos. 

En el derecho público provincial se observó, en una primera época, una clara tendencia a la autarquía, posición ésta que sustentaban las provincias históricas o preexistentes al Estado federal.

Diversos autores, consideraron que cuando la Constitución Nacional hace referencia al “régimen municipal” este concepto debía ser interpretado en tal sentido.

Autores de singular prestigio han considerado que el artículo 5 de la norma suprema implicaba el reconocimiento de los municipios como entidades autárquicas, es decir, como meras descentralizaciones del gobierno provincial. 

Merece destacarse la opinión de Rafael Bielsa, quien al referirse al artículo analizado, sostuvo: “ha impuesto a las provincias el deber de asegurar el régimen municipal, y las provincias al dictar las leyes orgánicas de municipalidades ... han establecido no la autonomía municipal, sino y más bien un régimen de descentralización administrativa que constituye la autarquía territorial ...”
.

Siguiendo la posición asumida por Bielsa, importantes administrativistas también se han inclinado por esta posición.

Así se ha sostenido que los municipios son entes autárquicos territoriales dentro del cual el ente despliega su actividad ... también se ha expresado que la organización de las comunas es autárquica, es decir que los municipios no serían entes políticos sino administrativos por cuanto el régimen de los mismos es siempre delegado y tiene su origen en las respectivas Constituciones provinciales ... para destacar finalmente aquellas opiniones que sostienen que los municipios solo tienen capacidad para intervenir en los asuntos que las leyes y las constituciones provinciales se lo permiten.
   

En esta línea de pensamiento, el Supremo Tribunal, más tarde sostuvo: “... no son entidades autónomas (sólo lo serían las provincias), ni bases del gobierno representativo, republicano y federal”. (“Fallos”, T 194 – P 111).   

Sin embargo, esta jurisprudencia no obtuvo un total seguimiento, y fue severamente cuestionada por diversos autores, así en la Ciudad de La Plata el profesor Adolfo Korn Villafañe sostuvo hace ya 60 años la doctrina de la república representativa municipal como expresión amplia de la autonomía comunal
.

Posteriormente, y a partir de 1957, serán las mismas Constituciones provinciales quienes comenzarán a reconocer expresamente a los municipios su autonomía e incluso su facultad constituyente para darse sus propias cartas orgánicas. Por ejemplo las siguientes: Formosa (art. 140), Chaco (art. 179), Santiago del Estero (art. 156), Chubut (art. 208), Catamarca (244) entre otras.  Posteriormente, y desde 1986 comenzará un nuevo ciclo de reformas: Córdoba (art. 180 y 181), Jujuy (art. 188), Salta (art. 168), etc..

Autores como Germán Bidart Campos, Antonio María Hernandez, entre otros, van a sostener fundamentales diferencias entre el municipio y un ente autárquico, manifestando que la Constitución Nacional no solo otorga jerarquía constitucional al municipio si no que lo hace reconociéndolo como entidad natural y necesaria y que como tal ha precedido a su creación legislativa, constituyendo la cédula originaria del Estado, evidenciando un origen totalmente distinto al de los entes autárquicos creados por el Estado. 

Otros criterios doctrinales, sobre los cuales también se sustenta el principio de la autonomía municipal, serán desarrollados en la sentencia de fecha 21 de marzo de 1989 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, recaída en los autos caratulados “Rivademar, Angela C/ Municipalidad de Rosario” (Fallos: 312-326), receptando los antecedentes constitucionales provinciales y la opinión mayoritaria de la doctrina constitucional, revirtió la jurisprudencia seguida uniformemente por el tribunal desde el 1° de junio de 1911 (causa “Municipalidad de La Plata C/ Ferrocaril Sud”) y sostuvo la autonomía municipal.

El máximo tribunal desarrolló la teoría autonómica en el considerando 8vo del fallo señalado, exponiendo ocho razones fundantes de tal criterio, ellas son:

1. El origen constitucional de los municipios.

2. La existencia de una base sociológica constituida por la población de la comuna, ausente en entidades autárquicas.

3. La imposibilidad de la supresión de los municipios.

4. El carácter de la legislación local de las ordenanzas municipales, frente al de resoluciones administrativas de las emanadas de entidades autárquicas.

5. El carácter de personas jurídicas de derecho público y de carácter necesario de los municipios establecido por el art. 33 del Código Civil, frente al carácter contingente de las entidades autárquicas.

6. El alcance de las resoluciones municipales que comprende a todos los habitantes de su circunscripción.

7. La posibilidad de creación de entidades autárquicas en los municipios.

8. La elección popular de sus autoridades.

LA REFORMA CONSTITUCIONAL DEL AÑO 1994:

La consagración del principio de la autonomía municipal:

La recepción en las constituciones provinciales del criterio autonómico, las opiniones coincidentes en tal sentido de los principales doctrinarios de nuestro país, el fallo recientemente comentado, son todos elementos que han venido a fortalecer la opinión mayoritaria de los convencionales constituyentes del año 1994 de la necesidad de dar raigambre constitucional al criterio bajo análisis.   

Así el artículo 123 de nuestra Carta Magna expresa: “Cada Provincia dicta su propia Constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5, asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero”.

Muchos autores y pensadores, al ver plasmado este principio en nuestra Constitución Nacional consideran que es la última de las paradas que ha transitado el largo viaje de la autonomía municipal ... sin embargo ...

AUTONOMIA MUNICIPAL: ¿UN DEBATE CONCLUIDO?

Hoy el debate sobre la autonomía municipal está acabado.  La Constitución Nacional es clara y terminante  al fijar la obligación que deben cumplir las provincias de asegurar sus regímenes municipales en forma autonómica.

Sin embargo, el análisis del alcance y contenido de la autonomía municipal introduce nuevos conceptos, a la luz de los cuales surgen algunos interrogantes.

Será el mismo artículo 123 del superior cuerpo normativo que introducirá algunas dudas, toda vez que será la provincia la que deberá reglar el alcance y contenido de los distintos órdenes (institucional, político, administrativo, económico y financiero).

La ambigüedad normativa permite un espacio de incertidumbre interpretativa y deja librado a la cultura e ideas predominantes en cada una de las provincias el grado de autonomía que se asignará a los municipios.  Las pautas interpretativas, además, se inspiran en los cambios políticos y económicos operados, cuyos efectos transformadores caracterizan a la sociedad actual.  

Tales circunstancias han sido puestas de relieves por nuestra jurisprudencia, la que ha sostenido: “el nuevo texto del artículo 123 de la Constitución Nacional al establecer que “cada Provincia dicta su propia Constitución conforme a lo dispuesto por el artículo 5, asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero”, no precisa un determinado grado de autonomía municipal, antes bien, remite a las Provincias la determinación de su concreto alcance y contenido”, (“Agüero, Werfil C/ Municipalidad de Santa Fe S/ Recurso Contencioso Administrativo de Plena Jurisdicción – Recurso Extraordinario Ley 48” – C.S.J. Nro 657 Año 1992, 24/04/96).  

Corresponde entonces el examen del alcance y contenido de la autonomía municipal en los órdenes institucional, político, administrativo, económico y financiero, a través de cuyo análisis veremos como irán surgiendo diversas oposiciones a la efectiva vigencia del principio de la autonomía municipal. 

Con respecto al aspecto Institucional de la autonomía: en este sentido, las provincias podrán categorizar sus municipios a efectos de que gocen de una autonomía plena (capacidad de dictar su propia Carta Orgánica) o semiplena (no gozan de aquella capacidad).  En el ejercicio de tal poder, se han dictado verdaderas constituciones locales, que van determinando para cada asentamiento poblacional el perfil de ciudad pretendido, con proyectos de desarrollo acorde con sus posibilidades.  

De esta forma se ha venido a profundizar el modelo heterogéneo de municipio prevaleciente en nuestro país, donde reconocemos por ejemplo el municipio – ciudad en el que el ámbito geográfico del municipio sólo comprende el ejido urbano o el lugar hasta donde llegue la prestación de servicio público por el municipio (este orden local lo establecen, entre otras, las provincias de Córdoba, Chubut, Entre Ríos, etc), también distinguimos el municipio – distrito en el que en la ciudad principal tiene su asiento el municipio y en los núcleos urbanos y rurales más importantes se instalan centros o juntas vecinales (generalmente llamadas “comunas”), es el caso que estableció la Constitución de Santa Fe de 1921 y finalmente tenemos el municipio – partido, donde el territorio provincial se divide en partidos, en estos casos existe una ciudad principal o cabecera, donde tienen su asiento las autoridades municipales y otros centros de población, donde funcionan delegaciones o descentralizaciones administrativas del gobierno (caso de la provincia de Buenos Aires) en el que suele darse una real lejanía entre los vecinos, sus necesidades y demandas y las autoridades, pensemos así en el partido de La Matanza que con alrededor de 1.120.000 habitantes tiene una población superior a la de 18 provincias.

Otros de los factores de diferenciación entre los municipios está dado por la cantidad de habitantes que las constituciones provinciales exigen para conformar gobiernos locales (ejemplos de Catamarca, Córdoba, Chaco, entre otras) o la cantidad de electores (San Luis, Chubut).  

De todo lo dicho hasta aquí, debemos considerar que puede darse que las Cartas Orgánicas deban ser aprobadas o rechazadas por las Legislaturas Provinciales o incluso ser revisadas por las mismas, con todos los problemas que puedan derivar de esta circunstancia, toda vez que es usual la existencia de conflictos partidarios dentro de las mismas, y hoy más que nunca, teniendo en cuenta la cada vez mayor fragmentación no solo de los partidos sino de los disímiles intereses que representan. 

Tampoco podemos dejar de hacer mención a un ejemplo que nos brinda claridad en este tema y que no está referido a la acción de una Legislatura sino al Ejecutivo.  Nos referimos a la pretensión esgrimida por el Gobernador de la Provincia de San Luis de dividir a la Ciudad capital de la Provincia en cuatro municipios, arrasando literalmente con la base misma del Estado municipal, que es el territorio, a los fines de darle una respuesta a los conflictos políticos que tenía con el Intendente de una ciudad fundada en 1564. 

Más aún, existen constituciones como la de la Provincia de Buenos Aires (del año 1994) que no reconocen expresamente la autonomía municipal.

Asimismo, esta Constitución profundiza aun más el problema, al obviar toda referencia a la potestad de los municipios de dictarse su propia carta orgánica e incluso su artículo 197 expresa: “en caso de acefalía de una municipalidad, el Poder Ejecutivo convocará inmediatamente a elecciones para constituirla” lo que nos conduce a afirmar que la estructura jurídico – institucional del municipio, prevista por la Constitución en la provincia de Buenos Aires lo aleja del criterio de autonomía municipal para acercarlo al de autarquía, contrariando el precepto del artículo 123 de la Constitución Nacional.

Estas cuestiones son verdaderas incertidumbres, que deben ser despejadas a fin de lograr una coherencia municipal a nivel nacional que hoy no aparece nítida.

Sobre el orden o aspecto Político, las provincias deben asegurar los principios republicanos, pero tienen la posibilidad, como hemos afirmado previamente, de analizar y fijar el alcance y contenido en esta materia. Así pueden existir diferentes formas de gobierno local, distintos sistemas electorales, mayor o menor participación ciudadana, etc.

Desde esta perspectiva, podríamos sostener que el grado de autonomía política que gozan los municipios se expresa en la facultad que tiene la comunidad de elegir sus autoridades locales.

Sin embargo, nos encontramos que varias leyes electorales provinciales (entre ellas la de la Provincia de Buenos Aires) disponen la realización de las elecciones, en una misma fecha, de las autoridades municipales y los senadores y diputados provinciales e incluso del gobernador.

Esta situación muchas veces hace que al vecino le cueste diferenciar las distintas escalas institucionales y sus responsabilidades, lo que se traduce en consecuencias de dispersión, superposición y mutua influencia entre el balance que merece la gestión municipal y provincial. 

Por otra parte, la provincialización de las elecciones locales, obstaculiza el surgimiento de partidos políticos locales o uniones vecinales, lo que en definitiva atenta con la necesaria ampliación de la participación ciudadana (esta situación se potencia en la provincia de Buenos Aires).

En definitiva, nos encontramos con un entramado de normas que muchas veces atentan contra la vigencia de la autonomía municipal y contra la calidad de la representatividad política.  

En el orden Administrativo, la potestad provincial respecto al alcance y contenido de la autonomía municipal en esta materia incluye cuestiones tales como servicios públicos, obras públicas, poder de policía, organización administrativa, etc.

Podemos verter aquí algunas consideraciones respecto al sistema de seguridad en las ciudades, destacando el virtual colapso del mismo sobre todo en las grandes ciudades.

Sin embargo vemos como ciudades como la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, si bien sometida a un régimen especialísimo, aun no cuenta con fuerzas policiales propias.

En otras provincias, como la de Córdoba, observamos que la policía, que actúa dentro de la órbita provincial, recibe instrucciones o directamente la planificación del actuar en forma centralizada, sin la participación del orden comunal, lo que se traduce en la toma de medidas generales que no rescatan las condiciones particulares y específicas de cada municipio.   

Finalmente, con respecto al aspecto Económico y Financiero no podemos obviar la amplitud del tema, así el examen del alcance y contenido de la autonomía municipal permite a las provincias extenderlo a lo relacionado con los tributos, gasto público, promoción del desarrollo económico, regionalización, etc. 

Al respecto, Héctor Belisario Villegas
 distingue la existencia de una teoría de la “permisión” por la que los municipios pueden ejercer sus poderes con libertad, teniendo como único límite lo que taxativamente les está vedado.  Por otra parte la teoría de la “prohibición” que sostiene que los municipios sólo pueden ejercer los poderes tributarios que, explícitamente, les otorguen las Constituciones y leyes provinciales.  Claro que la mayoría de las provincias no dan autorización expresa para que sus municipalidades integren su repertorio tributario.  

En realidad, el municipio ve restringida su capacidad tributaria por un entretejido de normas no solo provinciales, sino también nacionales e incluso por acuerdos supranacionales.  

Así, la Ley Convenio de Coparticipación Federal (Ley nro. 23.548) establece en su artículo 9 que: “la adhesión de cada provincia se efectuará mediante una ley que disponga: b) que se obliga a no aplicar por sí, y a que los organismos administrativos y municipales de su jurisdicción, sean o no autárquicos, no apliquen gravámenes locales análogos a los nacionales distribuidos por esta ley”.

Más allá de las mencionadas limitaciones que de por sí merecen un estudio individualizado, en la práctica vemos que los municipios asumen cada vez mayores responsabilidades, haciéndose cargo de hospitales, escuelas, jardines de infantes, geriátricos, etc., sin embargo no existe un acompañamiento de recursos paralelos a las funciones.

Por otra parte, los municipios tienen otro obstáculo, que es que las principales materias imponibles, como son el ingreso, el patrimonio y el consumo, han sido tomadas sin fisuras por la Nación y las Provincias.  

El caudal de los recursos limita a las municipalidades en su capacidad de respuesta a los reclamos sociales, lo que repercute indefectiblemente en la calidad de vida de la población local
. En tal sentido, se sostiene la necesidad de ampliar la potestad tributaria del municipio, pues desconocer esto significa cercenarle la independencia política que es su nota característica.

Estas circunstancias nos llevan a afirmar que el principio de autonomía municipal hoy se encuentra limitado y restringido en las diferentes facetas que hemos analizado.

De esta manera, la autonomía que tanto la Constitución Nacional y las provinciales consagran, queda oscurecida por limitaciones que se introducen desde distintas realidades. 

Nuestra mirada ha intentado ejemplificar algunas de las problemáticas que hoy debe enfrentar el municipio.  El abordaje de tales cuestiones se torna indispensable en aras de consolidar un efectivo municipio autónomo, con real capacidad de solucionar los problemas de sus vecinos.

POSFACIO

¿Por qué hacer un posfacio y no una conclusión? La idea no surge casualmente, tiene un sentido.  Mientras la conclusión hace alusión a un proceso que se cierra, que remata una obra, el posfacio implica seguir repasando y repensando el problema, en este caso el de la autonomía municipal.

Los interrogantes y los obstáculos, algunos de los cuales hemos ejemplificado en el capítulo anterior, que aun deben enfrentar los municipios, nos obligan a seguir trabajando en pos de lograr la efectiva concreción del principio de la autonomía municipal. 

Así, el camino de la autonomía municipal, como hemos visto, debe ser un punto de partida más que un puerto de llegada, y las diversas realidades municipales – autarquía, autonomía semiplena, autonomía plena – deben ser consideradas como distintas etapas en el desarrollo de los municipios, en tal sentido Rosatti a sostenido que los municipio son “entes que tienden permanentemente a  la autonomía”
.

El municipio es un observador privilegiado de las preferencias de los habitantes, porque está más cerca de la gente y tiene mayor control de las necesidades imperantes en la comunidad, sin embargo están en una encrucijada con el contexto actual de la Argentina, especialmente porque las decisiones se toman en los ámbitos más diversos y heterogéneos. 

Aparece como el lugar en el cual el individuo puede encontrar su referente y su identidad; es el marco en el que se relacionan los actores locales y en donde la sociedad civil puede debatir, concebir y construir su desarrollo, un desarrollo sostenible que no sea sólo el producto del ajuste estructural, de las decisiones de mercado y de la cultura superficial.

Abogamos para que los municipios en Argentina expandan su campo de acción, pues deben tener un papel como promotores fundamentales de políticas activas y de desarrollo local en lo social y en lo económico, para lo cual necesitan una real autonomía política y financiera.  Los municipios deben jugar un papel importante en la reconversión del Estado. 

Todo esto exige un profundo proceso de renovación cultural, de acción política y vocación pública.

La necesidad de contar con políticas de Estado sólidas, consensuales y perdurables en el tiempo, se imponen como una necesidad insoslayable para que nuestro país encuentre un rumbo definido.  Dentro de ellas, inscribimos la efectiva vigencia de la autonomía municipal.

                                                                              JULIO CESAR SUAREZ

� BELL, Daniel.  “The word and the United States in 2013”.  Pág. 116.  Editorial Daedalus. Año 1987.


� En la Primera Edición del Diccionario de la Real Academia Española (año 1729).  Citado en CHIARAMONTE, José Carlos “Ciudades, Provincias, Estados: orígenes de la Nación Argentina” (1800-1846).  Biblioteca del Pensamiento Argentino. Tomo I. Pág. 76. Editorial Ariel Historia. Año 1997.  


� ZORRAQUIEN BECU, Ricardo. “Historia del Derecho Argentino”. Tomo I. Pág. 55 y ss. Editorial Perrot. Año 1978.


� “Alberdi – Sarmiento: El pensamiento político hispanoamericano”.  Directores: LOUSTEAU HEGUY, Guillermo y LOZADA, Salvador María. Pág. 74.  Ediciones Depalma. Año 1964.


� HERNANDEZ, Antonio María. “Derecho Municipal”. Pág. 137. Editorial Depalma. Año 1997.


� HERNANDEZ, Antonio María. Obra Citada. Pág. 138.


� “Alberdi – Sarmiento: El pensamiento político hispanoamericano”. Obra citada. Pág. 529.


� “Alberdi – Sarmiento: El pensamiento político hispanoamericano”. Obra citada. Pág. 530.


� “Alberdi – Sarmiento: El pensamiento político hispanoamericano”. Obra citada. Pág. 529.


� ECHEVERRIA, Esteban. “Ojeada Retrospectiva” en el “Dogma Socialista”. Citado por OSZLAK, Oscar en “La formación del Estado Argentino”. Pág. 47. Editorial Planeta. Año 1999. 


� HERNANDEZ, Antonio María.  Obra Citada. Págs. 141/145.


� BIELSA, Rafael.  “Principios de régimen municipal”.  Págs. 29/42. Editorial Abeledo – Perrot. Año 1962.


� MARIENHOOF “Tratado de Derecho Administrativo”. Tomo 1. Pág. 372 y ss. Editorial Abeledo – Perrot. Año 1965.  VILLEGAS BASAVILBASO “Derecho Administrativo”. Tomo 2. Pág. 403 y ss.  DIEZ “Derecho Administrativo”. Tomo 2. Pág. 81.


� KORN VILLAFAÑE, Adolfo.  “Derecho público político”. Págs. 49 y ss.  Edición del autor.  Año 1941.


� Citado en “Poder Tributario Municipal” – Proyecto Arg 98/004 – PNUD – SEDI.  La Plata 1999. 


� Los intendentes participante y expositores del Seminario Internacional sobre “Ciudades en el Siglo XXI” (4 de octubre de 2002 – Buenos Aires) manifestaron su preocupación sobre este tema.  Entre otras manifestaciones se sostuvo que la apropiación de la capacidad de imponer por parte del Estado nacional se produjo porque se vivió en un sistema donde el mismo era el actor social más importante, mientras que las provincias y los municipios eran entidades menores, esta circunstancia hoy se traduce en que en Argentina reine la confusión sobre el tema fiscal, porque los ciudadanos desconocen a donde van a parar sus impuestos en que se emplean.  Así, la mayoría de los intendentes abogaron por la existencia de gobiernos locales que recauden, a través de una coparticipación inversa, para que sean los municipios los que puedan crear y cobrar los impuestos, y después ser quienes coparticipar a otros estamentos del Estado.  Interesantes en este sentido fueron las palabras del Intendente de Coronel Suárez (Buenos Aires) quien sostuvo “que no se respeta la autonomía municipal porque en el fondo no se quiere respetar la Constitución Nacional en lo que respecta a la distribución de los recursos coparticipables”, además precisó que su comuna aporta más de 100 millones de pesos por año en recursos que ingresan a la Nación, pero que sólo recibe unos 45 millones de pesos en concepto de fondos coparticipables.    


� ROSATTI, Horacio D. “Tratado de Derecho Municipal”.  Citado por Alberto Bianchi en su comentario al Fallo de la Corte en La Ley T. 1989 – C – pág. 47.





